
                    
 

Negociaciones Intergubernamentales para la Convención Marco de las Naciones 

Unidas sobre Cooperación Tributaria Internacional y el Derecho a la Educación 

1. Expectativas y propuestas generales de la sociedad civil para las próximas 

rondas de negociación 

La creciente movilización de la sociedad civil en torno a la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre 

Cooperación Tributaria Internacional ha marcado un punto de inflexión histórico en la gobernanza fiscal 

global. Tras décadas de un sistema internacional fragmentado y excluyente, moldeado por un pequeño grupo 

de países ricos en la OCDE, la negociación de un tratado jurídicamente vinculante en el ámbito de la ONU 

representa una oportunidad sin precedentes para construir reglas tributarias globales justas, eficaces y 

alineadas con el desarrollo sostenible. 

El proceso, que se extiende de 2025 a 2027, ya ha superado hitos significativos. La cuarta sesión del Comité 

Intergubernamental de Negociación (INC), celebrada en febrero de 2026, debatió el núcleo de la reforma: la 

justa asignación de derechos de tributación entre países y los compromisos con el desarrollo sostenible. Fue 

un momento de transición de la fase de alcance a la redacción técnica, en el que propuestas importantes, 

como las del Grupo de África, comenzaron a moldear el futuro de la convención. La sociedad civil, a través 

de más de 120 organizaciones, presentó aportes conjuntos, reafirmando la necesidad de un tratado ambicioso 

que aborde la evasión fiscal, los flujos financieros ilícitos y la creciente desigualdad. 

A medida que nos acercamos a la quinta sesión, programada del 3 al 13 de agosto de 2026 en Nueva York, 

las expectativas de la sociedad civil son claras y urgentes. Este informe de políticas sintetiza las principales 

demandas para esta ronda crucial, donde se espera la consolidación del texto de la convención. Las 

organizaciones de la sociedad civil, unidas bajo la coordinación de la Alianza Global por la Justicia Fiscal 

(GATJ), exigen que la convención sea un instrumento robusto que vaya más allá de las declaraciones de 

principios, incorporando mecanismos concretos para: 

• Garantizar la justicia fiscal: con la asignación equitativa de los derechos de tributación, la tributación 

efectiva de las empresas multinacionales y de las personas de alta renta, y la sustitución del actual 

sistema de precios de transferencia por un modelo de tributación unitaria. 

• Promover la transparencia: mediante la implementación de medidas como el intercambio automático 

de información, los registros públicos de beneficiarios finales y la creación de un Registro Global de 

Activos. 

• Vincular la tributación con otras agendas globales: asegurando que el sistema tributario esté alineado 

con las obligaciones de derechos humanos, la igualdad de género y el financiamiento climático, sobre 

la base del principio de "quien contamina paga". 

• Mantener un proceso inclusivo y participativo: garantizando que la sociedad civil pueda contribuir 

de manera significativa en las negociaciones, a diferencia de lo que ocurre en foros restringidos como 

la OCDE. 

La quinta sesión representa un momento de definición. Los gobiernos tienen ante sí la elección entre 

perpetuar un sistema fallido que privilegia a los más ricos o construir un nuevo pacto fiscal global que pueda 

financiar servicios públicos, combatir las desigualdades y enfrentar la crisis climática. Este informe presenta 

las voces y las propuestas de la sociedad civil para que esta elección se haga a favor de las personas y del 

planeta; y finaliza con propuestas acerca de la inclusión central del Derecho a la Educación en este marco de 

convención. 



                    
 

2. Agenda de la 5ª ronda: Convención Marco 

Las principales críticas y propuestas de la sociedad civil se encuentran sistematizadas en un documento que 

puede consultarse aquí: https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/English-Submission-WS1-

Global-Alliance-for-Tax-Justice-and-Signatories.pdf 

En resumen, las principales demandas son: 

1. Tributación unitaria con reparto por fórmula para las EMN (sustituyendo el sistema de precios de 

transferencia). 

2. Tipo mínimo efectivo ambicioso para las empresas. 

3. Impuesto mínimo global progresivo para las personas con alto patrimonio neto (HNWIs). 

4. Registro Global de Activos con datos de beneficiarios finales. 

5. Informes públicos país por país. 

6. Intercambio automático de información con estándar común. 

7. Compromiso con las industrias extractivas alineado con el clima. 

8. Trato especial y diferenciado para los países en desarrollo. 

9. Eliminación de cláusulas que debilitan el intercambio de información. 

10. Transparencia y participación de la sociedad civil en todas las etapas. 

3. Agenda de la 5ª ronda: Protocolos 

Las principales críticas y propuestas de la sociedad civil se encuentran sistematizadas en dos documentos, 

que pueden consultarse aquí: 

https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/Joint-submission-Workstream-II-27-February-

2026-updated.pdf 

https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/Joint-submission-Workstream-III-27-February-

2026-updated.pdf 

En resumen, las principales demandas de la Línea de Trabajo II (Tributación de Servicios) son: 

1. Sustituir el test de presencia física por reglas de "presencia económica significativa" (basadas en 

ingresos, usuarios y factores digitales). 

2. Adoptar la tributación unitaria con reparto por fórmula para la asignación de beneficios de las EMN, 

complementada por un tipo mínimo efectivo. 

3. Establecer un estándar público de informes país por país (pCbCR) para proporcionar la información 

necesaria para la tributación unitaria. 

4. Rechazar el modelo del MLI de la OCDE (opt-in/opt-out) como mecanismo de implementación. 

5. Adoptar una "derogación de tratados" (treaty override) para modificar o rescindir los CDI existentes 

que contradigan la Convención y el Protocolo. 

6. Garantizar que el Protocolo sea aplicable a países sin redes de tratados o con redes reducidas. 

https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/English-Submission-WS1-Global-Alliance-for-Tax-Justice-and-Signatories.pdf
https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/English-Submission-WS1-Global-Alliance-for-Tax-Justice-and-Signatories.pdf
https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/Joint-submission-Workstream-II-27-February-2026-updated.pdf
https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/Joint-submission-Workstream-II-27-February-2026-updated.pdf
https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/Joint-submission-Workstream-III-27-February-2026-updated.pdf
https://globaltaxjustice.org/wp-content/uploads/2026/03/Joint-submission-Workstream-III-27-February-2026-updated.pdf


                    
 

7. Coordinar las Líneas de Trabajo I, II y III para evitar contradicciones, especialmente en: (a) reglas 

de nexo, (b) relación entre tratados, y (c) mecanismos de resolución de disputas. 

8. Abordar específicamente los servicios intragrupo, que se utilizan para la transferencia de beneficios. 

9. La tributación de los servicios debe tratarse como parte de una reforma más amplia del sistema 

tributario corporativo (no de forma aislada). 

En resumen, las principales demandas de la Línea de Trabajo III (Prevención y resolución de disputas) son: 

1. El Protocolo debe ser subsidiario y derivado de la Convención Marco, no un texto autónomo. 

2. La prevención de disputas debe ser la prioridad, con la sustitución del sistema de precios de 

transferencia por la tributación unitaria. 

3. Descartar la opcionalidad como modelo de diseño del Protocolo. 

4. Rechazar los APAs y las decisiones anticipadas como mecanismos de prevención. 

5. No incluir el arbitraje en el Protocolo, ni siquiera como opción. 

6. El fortalecimiento de capacidades es necesario, pero no sustituye a la reforma sistémica. 

7. La transparencia, especialmente a través de los informes públicos país por país (pCbCR), es esencial 

para prevenir disputas y reducir las asimetrías de información. 

4. El financiamiento del Derecho a la Educación en el contexto global1 

Metas internacionales de financiamiento de la educación no se están cumpliendo 

• El Índice CRI 2024 mostró que 112 de los 164 países evaluados no cumplen con el benchmark 

mínimo de 15-20% del presupuesto nacional para educación. 

• El gasto público mediano en educación cayó del 14,4% (2010) al 12,6% (2024) del total del gasto 

público. 

• En América Latina y el Caribe, el promedio regional es del 16% del presupuesto y del 3,9% del PIB, 

por debajo de los benchmarks. 

• En África, el 80% de los países (28 de 35) no alcanzaron el 20% del presupuesto. 

El servicio de la deuda está comprimiendo el espacio fiscal para la educación 

• En promedio, el servicio de la deuda excede el gasto en educación en 2,8 veces entre los países, 

llegando a más de 5 veces en los contextos más afectados y hasta 15 veces en casos extremos (Egipto, 

Pakistán, Sri Lanka). 

• En el África Subsahariana (2008-2023), los pagos de la deuda aumentaron del 1,3% al 3,2% del PIB, 

mientras que el gasto en educación cayó del 3,9% al 2,9% del PIB. 

• Ejemplos nacionales documentados: Kenia (80,1% de los ingresos consumidos por el servicio de la 

deuda en enero de 2026), Ghana (42% de los ingresos para el pago de la deuda entre 2017-2022), 

 
1 Resumo de: https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/cfi-subm/international-financial-
architecture/subm-international-financial-architecture-cso-21-brazilian-campaign-right-e-ation.docx y 
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/cfi-subm/international-financial-
architecture/subm-international-financial-architecture-cso-38-joint-submission-led-by-actionaid.docx  

https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/cfi-subm/international-financial-architecture/subm-international-financial-architecture-cso-21-brazilian-campaign-right-e-ation.docx
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/cfi-subm/international-financial-architecture/subm-international-financial-architecture-cso-21-brazilian-campaign-right-e-ation.docx
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/cfi-subm/international-financial-architecture/subm-international-financial-architecture-cso-38-joint-submission-led-by-actionaid.docx
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/cfi-subm/international-financial-architecture/subm-international-financial-architecture-cso-38-joint-submission-led-by-actionaid.docx


                    
 

Zambia (el servicio de la deuda subió del 11,3% al 45,5% del presupuesto entre 2015-2022, mientras 

que la educación cayó del 20,2% al 10,4%). 

Las condicionalidades del FMI y del Banco Mundial imponen austeridad que afecta a la educación 

• El 95% de los países bajo programas del FMI y el 94% con programas del Banco Mundial recortaron 

presupuestos para educación, salud y/o protección social. 

• El FMI aconseja consistentemente recortes en el porcentaje del PIB gastado en la nómina del sector 

público, incluso en países que ya gastan muy por debajo de los promedios regionales. 

• Estas medidas resultan en: congelación de la contratación de docentes, recortes salariales, escasez de 

infraestructura escolar y transferencia de costos a las familias. 

• Los mecanismos de financiamiento innovador son insuficientes y problemáticos 

• Los 'canjes de deuda por educación' generan únicamente un espacio fiscal reducido y de corto plazo. 

• El financiamiento basado en resultados y las APP distorsionan prioridades, aumentan los costos de 

transacción y profundizan la privatización. 

5. Propuestas para la inclusión del Derecho a la Educación en la Convención Fiscal de la 

ONU 

Reconocimiento de la tributación como instrumento de realización de los derechos humanos 

La Convención debe reconocer explícitamente que la tributación justa y progresiva es un instrumento central 

para la movilización del máximo de recursos disponibles para la realización del derecho a la educación y de 

otros derechos económicos, sociales y culturales, conforme a lo previsto en el PIDESC. 

Asignación justa de derechos de tributación para financiar la educación 

La Convención debe garantizar que los derechos de tributación se asignen de forma que permitan a los países, 

especialmente a los del Sur Global, tributar efectivamente las actividades económicas que ocurren en sus 

territorios, ampliando su capacidad para financiar sistemas públicos de educación. Actualmente, las reglas 

fiscales internacionales permiten que las corporaciones multinacionales transfieran beneficios a paraísos 

fiscales, erosionando la base tributaria de los países donde operan y reduciendo los recursos disponibles para 

la inversión pública en educación. 

Tributación efectiva de multinacionales y personas de alta renta 

La Convención debe establecer mecanismos para la tributación efectiva de las empresas multinacionales y 

las personas de alta renta, incluyendo: 

• Sustitución del sistema de precios de transferencia por la tributación unitaria con reparto por fórmula. 

• Tipo mínimo efectivo del impuesto corporativo ambicioso. 

• Tributación progresiva de la riqueza para financiar el desarrollo sostenible y la educación. 

Combate a los flujos financieros ilícitos y la evasión fiscal 

La Convención debe incluir compromisos vinculantes para: 

• Combatir los flujos financieros ilícitos, que drenan anualmente miles de millones de las arcas 

públicas (USD 492 mil millones/año). 

• Implementar el intercambio automático de información. 

• Establecer registros públicos de beneficiarios finales. 



                    
 

• Crear un Registro Global de Activos. 

Estas medidas ampliarían la base tributaria de los países, reduciendo la dependencia de préstamos externos y 

liberando recursos para la inversión en educación. 

Transparencia fiscal como herramienta de rendición de cuentas 

La Convención debe exigir informes públicos país por país (pCbCR) para que la sociedad civil y los 

parlamentos puedan monitorear dónde operan las corporaciones multinacionales, cuánto pagan en impuestos 

y cómo se relaciona esto con el financiamiento de servicios públicos como la educación. 

Condicionalidades de los préstamos y evaluaciones de sostenibilidad de la deuda alineadas con los 

derechos humanos 

La Convención debe establecer que ningún país debe ser considerado con deuda sostenible si el servicio de 

la deuda compromete la capacidad del Estado para cumplir con las obligaciones de derechos humanos, 

incluido el financiamiento mínimo de la educación. Las evaluaciones de sostenibilidad de la deuda deben 

incorporar sistemáticamente las necesidades de financiamiento de la educación y los impactos sobre los 

derechos humanos. 

Tributación progresiva para reducir desigualdades 

La Convención debe promover sistemas tributarios progresivos que reduzcan, en lugar de profundizar, las 

desigualdades. El documento destaca que el FMI frecuentemente aconseja impuestos regresivos (como el 

IVA), que penalizan desproporcionadamente a los más pobres. La Convención debe priorizar: 

• Tributación progresiva de la renta y la riqueza. 

• Eliminación de brechas que permiten la elusión fiscal de los superricos. 

• Políticas fiscales que consideren impactos distributivos y de género. 

Participación de la sociedad civil y control democrático 

La Convención debe garantizar la participación efectiva de la sociedad civil y el control democrático sobre 

las decisiones fiscales, actualmente tomadas en procesos tecnocráticos y con poca transparencia. La 

Convención debe: 

• Garantizar la transparencia en las negociaciones fiscales internacionales. 

• Asegurar que la sociedad civil pueda contribuir con aportes e intervenciones. 

• Promover el control parlamentario de las decisiones sobre tributación y deuda. 

Vínculo con la Agenda de Financiamiento para el Desarrollo y los ODS 

La Convención debe estar alineada con los compromisos de la Agenda 2030 y del Marco de Acción de 

Incheon (2015), que establece que los países deben gastar al menos el 4-6% del PIB y el 15-20% del 

presupuesto nacional en educación. La Convención debe: 

• Reconocer que la tributación justa es esencial para el cumplimiento del ODS 4 (educación de 

calidad). 

• Establecer mecanismos para que los recursos recaudados con la reforma tributaria se dirijan al 

financiamiento de servicios públicos. 

Trato especial y diferenciado para los países en desarrollo 

La Convención debe incluir un trato especial y diferenciado para los países en desarrollo, reconociendo sus 

capacidades limitadas y necesidades específicas de financiamiento de la educación. Esto incluye: 



                    
 

• Asistencia técnica para el fortalecimiento de la administración tributaria. 

• Períodos de transición para la implementación de nuevas reglas. 

• Medidas para evitar que los costos de cumplimiento tributario graven desproporcionadamente a los 

países de menor ingreso. 

Articulación con la Convención Marco de la ONU sobre deuda soberana 

La Convención Fiscal de la ONU debe articularse con la propuesta de una Convención Marco de la ONU 

sobre Deuda Soberana (propuesta por el Grupo Africano en la 4ª Conferencia sobre Financiamiento para el 

Desarrollo en 2025). La combinación de una arquitectura tributaria justa con un mecanismo de 

reestructuración de deuda justo y vinculante es esencial para restaurar el espacio fiscal para la educación. 


